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OPINIÓN N.º 081-2007/DOP
Consultante:
Organismo Supervisor de Inversión Privada en Telecomunicaciones (OSIPTEL)
Asunto:
Resolución de contrato 
Referencia:
Comunicación C. 424-GG-GAF/2007 
_____










___

1. ANTEDECENTES

Mediante el documento de la referencia, subsanado con fecha 13.07.07, el Gerente de Administración y Finanzas de OSIPTEL consulta si procede la resolución del contrato por la existencia de conflictos de intereses.
La consulta se realiza en el marco de la vigencia del Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado mediante Decreto Supremo N.º 083-2004-PCM, y su Reglamento, aprobado mediante Decreto Supremo N.º 084-2004-PCM, que para efectos de la presente Opinión denominaremos “la Ley” y “el Reglamento”, respectivamente. 

2. 
CONSULTA Y ANÁLISIS

“¿La entidad puede, legalmente suspender la ejecución del contrato e ir hacia la resolución contractual del mismo, por situaciones que, a su juicio, constituyan conflictos de intereses y que no son contemplados en las Bases del proceso ni en el contrato suscrito con el proveedor?”.
Sobre el particular, cabe señalar lo siguiente:
2.1. Mediante la celebración del contrato, el contratista se compromete a ejecutar la prestación a su cargo, que puede consistir en la entrega o suministro de bienes, la prestación de un servicio o la ejecución de una obra y la Entidad se obliga a ejecutar su contraprestación que, esencialmente, consiste en retribuir económicamente al contratista por su prestación. En virtud de ello, el contrato se entiende cumplido cuando ambas partes satisfacen oportuna y debidamente sus recíprocas prestaciones. 

2.2. No obstante que el fenecimiento de la relación contractual mediante el cumplimiento íntegro de las prestaciones es la situación esperada en el ámbito de las contrataciones públicas, no es la única forma en que puede darse por culminada la relación contractual. En efecto, una de las causas anormales de terminación de la relación contractual es la resolución del contrato.
Así, mediante la resolución del contrato se busca “dejar sin efecto la relación jurídica patrimonial, convirtiéndola en ineficaz de tal manera que ella deja de ligar a las partes en el sentido que ya no subsiste el deber de cumplir las obligaciones que la constituyen ni, consecuentemente, ejecutar las respectivas prestaciones” 

2.3. En el ámbito de las contrataciones del Estado, el artículo 45º de la Ley establece que el contrato puede ser resuelto por causas imputables a la Entidad, al contratista, o por causas no imputables a ninguna de las partes. 

En lo que respecta a la resolución por causas imputables al contratista, el artículo 225º del Reglamento contempla que la resolución procede cuando el contratista, entre otras causales, incumple injustificadamente obligaciones contractuales, legales o reglamentarias a su cargo, pese a haber sido requerido para ello.
2.4. Ahora bien, debe tenerse en cuenta que el incumplimiento del contratista se configura cuando las obligaciones atribuibles a su persona que fueron previstas en el contrato o demás documentos que forman parte de éste, no son cumplidas cabalmente. En efecto, el artículo 50º de la Ley establece que los contratistas están obligados a cumplir cabalmente con lo ofrecido en su propuesta y en cualquier manifestación formal documentada, que hayan aportado adicionalmente, en el curso del proceso de selección o en la formalización del contrato. 

En esa medida, para que proceda la resolución del contrato por la existencia de posibles conflictos de intereses, este supuesto debió haber sido previsto en el contrato, correspondiendo exclusivamente a las partes determinar si se habría configurado o no el incumplimiento de dicha cláusula contractual.
2.5. Sin perjuicio de lo indicado, de presentarse una circunstancia que impida el normal desarrollo de una relación contractual, correspondería a la Entidad y al contratista evaluar la posibilidad de resolver el contrato por caso fortuito o fuerza mayor, tal como lo señala el artículo 45° de la Ley, correspondiendo liquidar las prestaciones efectivamente ejecutadas, dado que el contrato surte sus efectos normales hasta antes de la ocurrencia del evento resolutorio.
2.6. En caso de surgir diferencias o discrepancias respecto de la continuidad del contrato, corresponderá a las partes recurrir a los mecanismos de solución de controversias que prevé el Título V de la Ley
.

3. CONCLUSIONES

3.1. Los contratistas están obligados a cumplir cabalmente con lo ofrecido en su propuesta y en cualquier manifestación formal documentada, que hayan aportado adicionalmente, en el curso del proceso de selección o en la formalización del contrato. Por tanto, las Entidades no pueden suspender la ejecución del contrato y resolverlo por situaciones no contempladas en las Bases ni en el contrato, que, a su juicio, constituyan conflictos de intereses 

3.2. Para que proceda la resolución del contrato por causa atribuible al contratista, resultaría necesario que la existencia de conflictos de intereses haya sido prevista en el contrato como supuesto para ello, correspondiendo exclusivamente a las partes determinar si se habría configurado o no el incumplimiento de dicha cláusula contractual.
3.3. Cuando se configura un supuesto que impide el normal desarrollo de una relación contractual, correspondería a la Entidad y al contratista evaluar la posibilidad de resolver el contrato por caso fortuito o fuerza mayor. 

Jesús María, 27 de setiembre de 2007
JPE/.
� De conformidad con lo dispuesto por el inciso h) del artículo 59° de la Ley y el numeral 8 del Texto Único de Procedimientos Administrativos del CONSUCODE, aprobado por Decreto Supremo N.º 043-2006-EF, las consultas que absuelve este Consejo Superior están referidas a la interpretación y/o aplicación de algún aspecto oscuro o ambiguo de la normativa sobre contratación pública. En este sentido, el presente análisis será desarrollado con referencia a hechos generales; por lo que sus conclusiones no estarán vinculadas necesariamente a situación particular alguna.





� 	Manuel de la Puente y Lavalle. El Contrato en General. Tomo I. Palestra Editores, Lima – 2001. Pág. 455.





� 	El segundo párrafo del  artículo 53° de la Ley establece que las controversias que surjan sobre la ejecución o interpretación del contrato se resolverán obligatoriamente mediante los procedimientos de conciliación o arbitraje.





